
NORMATIVA INTERNACIONAL Y EUROPEA MÁS RELEVANTE

-  Resolución  58/4  de  la  Asamblea  General  de  Naciones  Unidas,  por  la  que  se  aprueba  la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, hecha en Nueva York el 31 de octubre 
de 2003, que entró en vigor en España mediante instrumento de ratificación de 19 de julio de 2006 
(BOE núm. 171, de 19 de julio de 2006).

Entre otras, establece las siguientes exigencias a los Estados Parte:

• Crear  órganos  independientes  encargados  de  prevenir  la  corrupción,  dotados  de  los 
recursos materiales que sean necesarios y de personal especializado y capacitados para 
el desempeño de sus funciones (artículos 6 y 36).

• Establecer medidas y sistemas para facilitar que los funcionarios públicos denuncien todo 
acto de corrupción a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento de ello en 
el ejercicio de sus funciones (artículo 8.4).

• Facilitar  el  acceso  a  los  órganos  de  lucha  contra  la  corrupción  para  que  el  público 
denuncie, incluso de manera anónima, incidentes de corrupción (artículo 13.2).

• Fomentar la cooperación entre los organismos públicos,  los funcionarios públicos y los 
organismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos (artículo 38). 

- D  irectiva   (UE) 2019/1937   del Parlamento Europeo y del Consejo   de 23 de octubre de 2019   
relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.

NORMATIVA AUTONÓMICA VALENCIANA

- Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la 
Corrupción de la Comunitat Valenciana.

-  Reglamento de 27 de junio de 2019 de funcionamiento y régimen interior  de la  Agencia de 
Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, en desarrollo de 
la Ley 11  /2016.  

-  Resolución de 25 de abril de 2018, del director de la Agencia de Prevención y Lucha contra el  
Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, por la que se crea el Buzón de Denuncias de 
la Agencia y se regula su funcionamiento  .  

- Resolución de 15 de octubre de 2019, del director de la Agencia de Prevención y Lucha contra el 
Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, por la que se determina la composición del 
Consejo de Participación.
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PROTECCIÓN DE LA PERSONA DENUNCIANTE

Resolución 58/4 de la Asamblea General  de Naciones Unidas,  por la que se aprueba la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, hecha en Nueva York el 31 de 
octubre de 2003, que entró en vigor en España mediante instrumento de ratificación de 19 de 
julio de 2006 (BOE núm. 171, de 19 de julio de 2006) 

Artículo 32. Protección de testigos, peritos y víctimas.

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su ordenamiento jurídico 
interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de  
represalia o intimidación a los testigos y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas 
cercanas.

2.  Las  medidas  previstas  en  el  párrafo  1  del  presente  artículo  podrán  consistir,  entre  otras,  sin 
perjuicio de los derechos del acusado e incluido el derecho a las garantías procesales, en:
a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo 
necesario y posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar 
información sobre su identidad y paradero;
b) Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos presten testimonio sin poner 
en peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo aceptando el testimonio mediante tecnologías 
de comunicación como la videoconferencia u otros medios adecuados.

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados 
para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo.

4. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las víctimas en la medida en que 
sean testigos.

5. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y consideren las  
opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas apropiadas de las actuaciones penales contra  
los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Artículo 33. Protección de los denunciantes.

Cada  Estado  Parte  considerará  la  posibilidad  de  incorporar  en  su  ordenamiento  jurídico  interno 
medidas apropiadas para proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que 
denuncien ante las autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera 
hechos relacionados con delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Artículo 37. Cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley.
(...)
2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en casos apropiados, la mitigación de la  
pena  de  toda  persona  acusada  que  preste  cooperación  sustancial  en  la  investigación  o  el  
enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

3.  Cada  Estado  Parte  considerará  la  posibilidad  de  prever,  de  conformidad  con  los  principios 
fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a toda persona que preste 
cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención.

4. La protección de esas personas será, mutatis mutandis, la prevista en el artículo 32 de la presente  
Convención.
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Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la 
Corrupción de la Comunitat Valenciana.

Artículo 14. Estatuto de la persona denunciante.

1. Estatuto de la persona denunciante.

a)  La  actuación  de  la  Agencia  prestará  especial  atención  a  la  protección  de  las  personas 
denunciantes. Se considera persona denunciante, a los efectos de esta ley, cualquier persona física o 
jurídica que comunique hechos que pueden dar lugar a la exigencia de responsabilidades legales.

b) No será aplicable el estatuto de la persona denunciante establecido en esta ley cuando la denuncia 
se  formule  y  proporcione  información  falsa,  tergiversada  u  obtenida  de  manera  ilícita.  En  tales 
supuestos, la Agencia podrá, previa audiencia reservada a la persona denunciante, archivar sin más 
trámite la denuncia, manteniendo la confidencialidad, y le advertirá que, si la hace pública, no se 
aplicará el estatuto del denunciante establecido en esta ley y que podrían derivarse responsabilidades 
disciplinarias o penales contra el falso denunciante.

c)  La Agencia  deberá establecer  procedimientos y  canales confidenciales para la  formulación de 
denuncias que garanticen la estricta confidencialidad cuando el denunciante invoque la aplicación del 
estatuto regulado en este artículo. Estos procedimientos y canales podrán ser también utilizados por 
los que ya hayan actuado como denunciantes para comunicar represalias u otras actuaciones lesivas 
derivadas de la presentación de la denuncia.

d) Sin necesidad de previa declaración o reconocimiento, las personas denunciantes de buena fe  
recibirán inmediatamente asesoría  legal  para los hechos relacionados con la  denuncia  y  tendrán 
garantizada la confidencialidad de la identidad.

La Agencia velará para que estas personas no sufran, durante la investigación ni después de ella, 
ningún  tipo  de  aislamiento,  persecución  o  empeoramiento  de  las  condiciones  laborales  o 
profesionales, ni ningún tipo de medida que implique cualquier forma de perjuicio o discriminación.

Si  la  Agencia  es  sabedora  de  que  la  persona  denunciante  ha  sido  objeto,  directamente  o 
indirectamente, de actos de intimidación o de represalias por haber presentado la denuncia, podrá 
ejercer las acciones correctoras o de restablecimiento que considere, de las cuales dejará constancia  
en la memoria anual. En particular, a instancia de la persona denunciante, la Agencia podrá instar al 
órgano competente  a  trasladarla  a  otro  puesto,  siempre  que  no implique  perjuicio  a  su  estatuto 
personal y carrera profesional y, excepcionalmente,  podrá también instar al  órgano competente a 
conceder  permiso  por  un  tiempo determinado con  mantenimiento  de la  retribución.  Asimismo,  el 
denunciante podrá solicitar de la Agencia asesoramiento en los procedimientos que se interponen 
contra él con motivo de la denuncia. 

e) La protección podrá mantenerse, mediante una resolución de la agencia, incluso más allá de la 
culminación de los procesos de investigación que esta desarrolle, sin perjuicio de lo que establece el 
apartado sexto de este artículo. En ningún caso la protección derivada de la aplicación del estatuto de 
la persona denunciante le eximirá de las responsabilidades en que haya podido incurrir por hechos 
diferentes de los que constituyan el objeto de la denuncia. 

f) El estatuto de la persona denunciante regulado en este artículo se entenderá sin perjuicio del que 
establezca  la  normativa  estatal.  En  todo  caso,  cuando  la  agencia  denuncie  ante  la  autoridad 
competente hechos que puedan ser constitutivos de delito que hayan sido denunciados por personas 
que  se  hayan  acogido  al  estatuto  del  denunciante  de  acuerdo  con  esta  ley,  deberá  indicarlo 
expresamente y ponerlo de manifiesto cuando pueda concurrir, a su juicio, la existencia de peligro 
grave para la persona, la libertad o los bienes del denunciante o el testigo, el cónyuge o la persona a  
quien se encuentre ligado por análoga relación de afectividad o los ascendentes, los descendientes o 
los hermanos.

2. Se creará la oficina virtual del empleado público, que permitirá a este personal señalar de forma 
confidencial los expedientes administrativos que juzguen irregulares.
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3. La falta de resolución expresa en los procedimientos relacionados con la protección a la persona 
denunciante a la que se refiere el presente artículo tendrá efectos desestimatorios.

Artículo 18. De las infracciones.

1. Son infracciones muy graves:
a) Incumplimiento de las medidas de protección del denunciante cuando la falta de colaboración haya 
causado un grave perjuicio al denunciante o a la investigación (…).

Artículo 19. Sanciones. 

3. Sanciones muy graves:
a) Declaración de incumplimiento del deber. 
b) Multa de 30.001 hasta 400.000 euros.

2.  Serán nulos de pleno derecho cualquier  acto o resolución adoptada como base de conductas 
corruptas o fraudulentas tipificadas como graves y muy graves.
3.  Para  la  graduación  de  las  sanciones  el  órgano  competente  se  ajustará  a  los  principios  de 
proporcionalidad y valorará el grado de culpabilidad y, en su caso, el daño ocasionado o el riesgo 
producido o derivado de las infracciones y de su trascendencia.
4. Las sanciones por infracciones graves o muy graves establecidas por la Agencia, se publicarán en  
el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana para conocimiento general. 

Reglamento de funcionamiento y régimen interior de la Agencia de Prevención y Lucha 
contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana de 27 de junio de 2019.

Título VII. Protección de la persona denunciante

Artículo 41. Definición de persona denunciante 

1. Se considera persona denunciante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 
11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat,  y en este reglamento, cualquier persona física o 
jurídica, que comunique hechos o conductas, presumiblemente fraudulentos o corruptos, que pueden 
dar lugar a la exigencia de responsabilidades legales, ante la propia Agencia o cualquier otro órgano 
administrativo, el Ministerio Fiscal o la autoridad judicial. Se asimilan a las personas denunciantes, a 
estos efectos, todas aquellas que alertan, comunican o revelan informaciones de este tipo.

2.  La  denuncia  por  parte  de  la  persona  denunciante  presupone  para  esta  la  existencia  de  una 
creencia, justificada o racional, de que la información revelada es cierta y se refiere a una conducta o 
hechos contrarios  al  interés  público  y  general.  Al  mismo tiempo,  la  denuncia  debe responder  al 
ejercicio legítimo de un deber como miembro activo y leal con la sociedad y en defensa del bien 
común.

3. La calificación de que la denuncia es o no de interés público y general, a efectos de otorgar la  
protección al denunciante a que se refiere la Ley 11/2016, corresponde a la Agencia. La denuncia 
presentada deberá tener motivos fundados de ilegalidad y sospechas razonables de verosimilitud de 
la información sobre el fraude o corrupción.

4. En ningún caso, la denuncia de estos hechos o conductas supondrá una infracción del deber de 
sigilo  impuesto  al  personal  empleado  respecto  de  los  asuntos  que  conozcan  por  razón  de  sus 
funciones, ni tampoco responsabilidad de ningún tipo en relación con dicha revelación.

5. No tendrá la condición de persona denunciante, a los efectos del derecho a la protección a que se  
refiere  este  título,  quien  presente  una  denuncia  infundada o injustificada,  o  movida  tan  solo  por 
conflictos personales o laborales, agravios, venganzas, e intereses o fines espurios, o con propósito 
de  inducir  a  engaño  o  confusión,  haciendo  un  uso  abusivo  de  las  denuncias  o  con  origen  o 
fundamento en motivaciones distintas del fin de salvaguardar el interés general.
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Artículo 42. Deber de reserva y protección de la identidad de la persona denunciante 

1.  La  persona  denunciante  tiene  garantizada  la  confidencialidad  sobre  su  identidad  y  sobre  la 
denuncia realizada. En ningún caso, la Agencia revelará dichos datos e información, excepto en el 
caso en que se reciba un requerimiento judicial.

2. La Agencia establece canales que garantizan la estricta confidencialidad para la formulación de 
denuncias, comunicación de represalias u otras actuaciones lesivas derivadas de la presentación de 
la denuncia, dirigidos tanto a la ciudadanía en general como al personal empleado público.

Artículo 43. Derechos de la persona denunciante 

1. La persona denunciante, a que se refiere el artículo 41 del presente reglamento, tiene el el derecho 
a la asesoría legal en relación con la denuncia realizada, que le prestará la Agencia.

2. Además del derecho anterior, las personas denunciantes a las que la Agencia otorga el estatuto de 
protección tienen los siguientes derechos:

a) Derecho de asesoramiento sobre los procedimientos que, en su caso, se interpongan contra la  
persona denunciante con motivo de la denuncia. 
b) Derecho a recibir  las comunicaciones a que se refieren los artículos 35.4 y 39.3 del  presente 
reglamento, en caso de que la investigación de lo denunciado se realice por la Agencia, salvo que se  
exija el mantenimiento del secreto en aras al buen fin de la investigación en la Agencia o en otro  
órgano.
c)  Derecho  a  que  la  denuncia  presentada  en  la  Agencia  finalice  mediante  resolución  expresa  y 
motivada en los términos y plazos previstos en la Ley.
d) Derecho a favorecer  su atención y apoyo psicológico o médico a través del  sistema sanitario  
público, cuando así lo requiera a causa de trastornos, alteraciones o cualquier tipo de perturbación 
derivada de los hechos denunciados. 3. La persona denunciante a la que la Agencia ha concedido el  
estatuto de protección tiene el deber de colaborar en la investigación que se esté llevando a cabo, a 
requerimiento de la Agencia, del Ministerio Fiscal o de la autoridad judicial.

Artículo 44. Procedimiento para la concesión del estatuto de la persona denunciante 

1. La protección se concederá mediante resolución del  director o directora de la Agencia,  tras la  
solicitud fundada de la persona denunciante y la comprobación de los hechos y circunstancias que se 
consideren relevantes para el otorgamiento del estatuto de la persona denunciante de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat, y en el artículo 41 del presente 
reglamento.

2. La resolución deberá emitirse dentro del plazo de los tres meses siguientes a la presentación de la  
solicitud  de  protección,  si  bien  dicho  plazo  podrá  suspenderse  en los  supuestos  previstos  en el 
artículo  22  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  procedimiento  administrativo  común de  las  
administraciones públicas. Cuando la complejidad del asunto lo aconseje, el mencionado plazo podrá 
ampliarse, motivadamente, por un plazo no superior a otros tres meses.

3. La resolución acordando la concesión del estatuto de protección de la persona denunciante podrá 
incluir, si se hubieran producido represalias como consecuencia de la presentación de la denuncia, el  
mandato por parte de la Agencia de poner en marcha las acciones correctoras o de restablecimiento  
que considere, en los términos establecidos en la Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat,  
y en el artículo 46 del presente reglamento.

4.  La  protección  podrá  mantenerse  incluso  más  allá  de  la  culminación  de  los  procesos  de 
investigación, siempre que fuera necesario, atendidas las circunstancias.

5. En ningún caso la protección derivada de la aplicación del estatuto de la persona denunciante,  
eximirá a esta de las responsabilidades en que haya podido incurrir por hechos diferentes de los que  
constituyan el objeto de la denuncia.
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6. Se podrán conceder los derechos derivados del estatuto de la persona denunciante a las personas  
a las que se refiere  el  artículo  41 de este  reglamento,  a los testigos y  peritos,  así  como a sus  
cónyuges o las personas con quienes se encuentren ligados por análoga relación de afectividad y los 
ascendientes, descendientes y hermanos, siempre que también estos sufran represalias o amenaza 
de actos lesivos como consecuencia de la presentación de la denuncia, la declaración testifical o la 
emisión del informe pericial.

7. La resolución acordando la concesión de los derechos derivados del estatuto de protección de la 
persona denunciante será notificada a esta. Asimismo, podrá comunicarse a la máxima autoridad o 
autoridades de la administración pública o entidad pública o privada en la que preste servicios la 
persona denunciante, así como a cualquier otra persona, física o jurídica, que se considere necesario 
atendidas las circunstancias del caso. Estas comunicaciones podrán suspenderse en aras a preservar 
la realización y buen fin de la investigación que se esté llevando a cabo.

8. La resolución también se comunicará al Ministerio Fiscal y a la autoridad judicial en el supuesto de 
que, como consecuencia de la interposición de la denuncia o el padecimiento de la represalia, se  
estén llevando a cabo diligencias de investigación penal o se haya abierto el procedimiento judicial  
oportuno.

9.  El  Ministerio  Fiscal  o  la  autoridad  judicial  pueden,  en  cualquier  momento  que  lo  estimen 
conveniente,  comunicar  a  la  Agencia  la  situación  de  una  persona  denunciante  de  hechos  de 
corrupción que pueda requerir de la protección de esta.

10. Se denegará la concesión de los derechos del estatuto de la persona denunciante, notificándolo al 
interesado, en los siguientes casos:

a) Cuando no exista denuncia. 
b)  Cuando  aun  existiendo  denuncia,  esta  no  se  refiera  a  hechos  o  conductas  presumiblemente  
fraudulentos o corruptos. 
c)  Cuando  la  denuncia  no  presente  motivos  fundados  de  ilegalidad  y  sospechas  razonables  de 
verosimilitud relativos al fraude o corrupción.
d) Cuando la denuncia pueda subsumirse en alguno de los supuestos de hecho recogidos en el  
artículo 41.5 del presente reglamento.
e) Cuando la denuncia se formule y proporcione información falsa, tergiversada u obtenida de manera 
ilícita.

11. Se inadmitirá la solicitud de protección por falta de competencia cuando la misma se solicite con 
base  en  una  denuncia  a  instituciones,  administraciones  públicas  y  personas  físicas  o  jurídicas 
diferentes  a  las  contempladas  en  el  artículo  3  de  la  Ley  11/2016,  de  28  de  noviembre,  de  la 
Generalitat.

Artículo 45. Pérdida del estatuto de protección de la persona denunciante 

1. Comprobada la inexistencia o cesación de las causas que dieron lugar a la resolución por la que se 
otorgaba protección a la persona denunciante, se emitirá resolución por la directora o director de la  
Agencia dejando sin efecto la protección conferida.

2. La persona a la que se ha concedido el estatuto de protección del denunciante perderá dicho 
estatuto en el supuesto de que existan indicios razonables de que su denuncia se encuadra en alguno 
de los supuestos contemplados en el artículo 41.5 del presente reglamento, o cuando se trate de 
denuncia falsa a la que se refiere el artículo 48

3. La pérdida del estatuto de protección de la persona denunciante se notificará a quienes se hubiera  
comunicado su concesión.

Artículo 46. Prohibición de represalias contra las personas denunciantes 

1. Como consecuencia de la presentación de su denuncia, las personas denunciantes no podrán 
padecer ningún tipo de aislamiento, persecución o empeoramiento de sus condiciones laborales o 
profesionales,  ni  ninguna  medida  que  implique  cualquier  forma  de  perjuicio  o  discriminación, 
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intimidación o represalia, directa o indirecta, ni durante la investigación de los hechos denunciados ni  
después de ella.

2. En los procesos judiciales que la persona denunciante entable para defender o restablecer sus 
derechos perjudicados por la interposición de la denuncia, tendrá derecho a alegar en su descargo el 
haber presentado una denuncia o haber revelado información de interés para las actuaciones de la 
Agencia.

3. Las personas denunciantes a las que la Agencia haya otorgado el estatuto de protección solicitarán  
a esta, en el momento de la existencia de las represalias a que se refiere el apartado anterior, la  
adopción de las medidas de protección oportunas frente a las actuaciones que vulneren por acción u 
omisión sus derechos, pudiendo la Agencia ejercer las acciones correctoras o de restablecimiento que 
considere, de las cuales dejará constancia en la memoria anual que presente a les Corts.

En este caso, la persona denunciante comunicará a la Agencia la represalia y tras un procedimiento 
semejante al establecido en el artículo 44 para la concesión del estatuto de protección, aquella podrá 
acordar, entre otras medidas, la suspensión de las decisiones, acuerdos o resoluciones que causen 
perjuicio o menoscabo en el estatuto de personal de denunciante o en su carrera profesional. 

No obstante, antes de adoptar esta medida, se dará derecho de audiencia a las personas u órganos 
que  pudieran  verse  afectados  por  la  resolución,  ordenando  el  cese  de  las  represalias, 
correspondiendo a estos probar que el perjuicio no fue consecuencia de la denuncia, sino que se  
basó exclusivamente en razones objetivas, debidamente justificadas, no constituyendo irregularidad 
alguna. 

La Agencia,  cuando aprecie  la  conveniencia  para garantizar  la  protección de los derechos de la 
persona denunciante, podrá instar a la autoridad o al órgano competente la concesión de un traslado  
provisional  a  otro  puesto  de  trabajo  del  mismo o  equivalente  grupo,  cuerpo,  escala  o  categoría  
profesional; o la concesión de un período de excedencia por tiempo determinado, con derecho al  
mantenimiento  de  su  retribución  y  computable  a  efectos  de  antigüedad,  carrera  y  derechos  del  
régimen de Seguridad Social que sea de aplicación, en ambos casos con derecho a la reserva del 
puesto de trabajo que desempeñara. 

Artículo 47. De la responsabilidad de la persona denunciante 

1. La responsabilidad de la comprobación de los hechos objeto de la denuncia y de la calificación de 
los mismos recae en todo caso sobre el organismo o las autoridades que se hagan cargo de la  
investigación.

2.  Cuando  la  resolución  que  ponga  término  a  la  averiguación  de  los  hechos  generados  por  la 
denuncia concluya que no se trata de irregularidades,  malas prácticas o hechos que puedan ser 
constitutivos de ilícito penal, la persona denunciante podrá mantener la protección reconocida si las 
circunstancias así lo requieren y no sufrirá perjuicio, sanción o represalia alguna, a menos que la 
resolución  que  pone  fin  al  mencionado  procedimiento  demuestre  probadamente  que  la  persona 
denunciante conocía la escasa fiabilidad, inexactitud o falsedad de la información o se le condene por 
denuncia falsa.

3.  Con  la  misma  excepción  señalada  en  el  apartado  anterior,  la  persona  denunciante  no  será 
responsable por los daños y perjuicios que puedan derivarse de la comunicación o divulgación de la 
alerta fundada, ni incurrirá en ningún otro tipo de responsabilidad, civil o penal, que pueda derivar de  
tales circunstancias, incluidas expresamente las referidas al posible menoscabo del derecho al honor 
y de la protección de datos personales.

Artículo 48. Denuncias falsas 

En el caso de que la denuncia se formule y proporcione información falsa, tergiversada u obtenida de 
manera ilícita, podrán derivarse responsabilidades disciplinarias, penales y civiles, con sujeción a la 
legislación administrativa, penal y civil, para la persona denunciante; la Agencia le advertirá de ello,  
con indicación de sus consecuencias,  entre ellas la imposición por el  director o directora de una  
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sanción por  falta  muy grave,  de conformidad con lo  previsto  en los artículos 18 y  19 de la  Ley 
11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat. 
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